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CONSEJO DE ESTADO 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA
SUBSECCIÓN C

Consejero Ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
Bogotá D.C., dos (2) de septiembre de dos mil trece (2013) 
Radicación: 11001032600020130010800 (48016)  

Actor: CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA
Demandado: JULIO CESAR TURBAY QUINTERO
Medio de control: REPETICIÓN
Procede el Despacho a pronunciarse sobre la admisión de la demanda interpuesta por la Contraloría General de la República contra el señor Julio Cesar Turbay Quintero, en ejercicio de la pretensión de repetición consagrada en el artículo 142 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y en la Ley 678 de 2001.
ANTECEDENTES
1.- En escrito radicado el 30 de julio de 2013 (fls 1-16, c1) la Contraloría General de la República, en ejercicio de la pretensión de repetición en contra del señor Julio Cesar Turbay Quintero, solicitó que se declarara que este último es “civil y administrativamente responsable (…) por los daños y perjuicios ocasionados a éste Órgano de Control, causados con su conducta dolosa al suscribir y expedir y suscribir (sic) la Resolución 00630 de 2007 expedida por el Contralor General de la República, mediante la cual se declaró insubsistente del cargo de Coordinador de Gestión, nivel ejecutivo grado 02 en el Despacho del Contralor al señor JOSÉ TIMOLEÓN JAIMES MORA, Dentro del Proceso No. 2007-00547, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca confirmó la decisión tomada por el Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión del Circuito de Bogotá, determinando que en la desvinculación del señor JAIMES MORA la administración actuó con desviación del poder…”; y en consecuencia solicitó se le condenara al pago de cuatrocientos sesenta y nueve millones novecientos treinta y cuatro mil quinientos treinta y nueve pesos con siete centavos ($469.934.739,07). 
2.- Como fundamento de las pretensiones narró que el 31 de mayo de 2007 el Contralor General de la República profirió la Resolución No. 00630 mediante la cual declaró insubsistente al señor José Timoleón Jaimes Mora en el cargo que ocupaba en la Contraloría Delegada para la Gestión Pública e Instituciones Financieras. 

El señor José Timoleón Jaimes Mora en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho demandó la mencionada Resolución, solicitando a título de restablecimiento del derecho su reincorporación en el cargo que ocupaba a la fecha de ser declarado insubsistente, pronunciándose en sentido favorable el Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión del Circuito de Bogotá que en sentencia de 31 de enero de 2011 declaró la nulidad del acto enjuiciado, ordenó el reintegro del señor Jaimes Mora así como el reconocimiento y pago de sueldos, prestaciones y demás emolumentos dejados de devengar desde el momento de la insubsistencia hasta cuando se registre su reintegro. 

Dicha decisión fue apelada por la Contraloría General de la República, conociendo de la misma la Subsección F de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca la cual en sentencia de 17 de mayo de 2012 confirmó la decisión del Juez de primer grado. 
En cumplimiento de las anteriores decisiones judiciales la Contraloría General de la República expidió la Resolución 10646 de 20 de diciembre de 2012, en donde ordenó el pago, a favor del señor José Timoleón Jaimes Mora, de una suma de cuatrocientos sesenta y nueve millones novecientos treinta y cuatro mil setecientos treinta y nueve pesos con siete centavos ($469.934.739,07). Mediante orden de pago No. 592257312 de 22 de diciembre de 2012 se ordenó el pago indicado a la cuenta de ahorros del señor Jaimes Mora, con las deducciones legales del caso, suscribiéndose paz y salvo, por parte del señalado beneficiario el 27 de diciembre de 2012. Igualmente, afirma la demanda que obra certificación en tal sentido expedida por la tesorera de la Entidad. 

3.- Junto al escrito de demanda el actor acompañó la siguiente documentación: i) copia simple de la sentencia de 17 de mayo de 2012, proferida por la Sala de Descongestión de la Subsección F de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca (fls 23-39, c1); ii) Copia auténtica de la Resolución No. 10646 de 20 de diciembre de 2012 proferida por la Gerente de Gestión Administrativa y Financiera de la Contraloría General de la República mediante la cual se “da cumplimiento a un fallo judicial y se ordena el pago a favor del señor José Timoleón Jaimes Mora”. (fls 40-51, c1); iii) Copia auténtica de paz y salvo de 27 de diciembre de 2012 suscrito por el señor José Timoleón Jaimes Mora a favor de la Contraloría General de la República por la condena impuesta en la sentencia de 17 de mayo de 2012 proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca (fl 52, c1); iv) Original de Certificado 2013IE0062305 suscrito por la Tesorera de la Contraloría General de la República, en calidad de pagador de la Entidad (fl 53, c1); v) Copias simples de comprobantes de obligación presupuestal por pago de sentencia SIIF Nación de 22 y 26 de diciembre de 2012 (fls 54-55, c1); vi) Copia auténtica de Acta de Comité de Conciliación de la Contraloría General de la República de 6 de marzo de 2013 (fls 56-60, c1) y, por último, vi) tres (3) paquetes de traslados de la demanda.  
CONSIDERACIONES

1.- Competencia
Conforme a las prescripciones del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011, la competencia funcional para conocer de una pretensión de repetición se ha distribuido atendiendo a dos factores: la cuantía y el aspecto subjetivo.

En efecto, en cuanto al primer criterio, se tiene que todo proceso cuya competencia funcional se determine a partir de la cuantía tiene vocación de doble instancia; ahora bien, a efectos de precisarla se tiene que si la cuantía del proceso supera los quinientos (500) salarios mínimos mensuales legales vigentes el asunto será conocido en primera instancia por el Tribunal Administrativo y en segunda instancia por el Consejo de Estado
. Por el contrario, si la estimación de la cuantía arroja un monto inferior a dicha suma de dinero –menos de 500 salarios mínimos mensuales legales vigentes-, corresponderá avocar conocimiento del asunto al Juez Administrativo del Circuito mientras que la segunda instancia se surtirá ante el Tribunal Administrativo pertinente
. 
En lo que respecta al segundo aspecto, el subjetivo, conforme a este, se adelantará un juicio de única instancia ante el Consejo de Estado
, atendiendo a las calidades del sujeto pasivo de la pretensión, con prescindencia del monto de la condena perseguida. Este ámbito de competencia comprende a los medios de control de repetición que se ejerzan 

“contra el Presidente de la República o quien haga sus veces, Senadores y Representantes, Ministros del Despacho, Directores de Departamento Administrativo, Procurador General de la Nación, Contralor General de la República, Fiscal General de la Nación, Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte Constitucional, del Consejo Superior de la Judicatura, Registrador Nacional del Estado Civil, Auditor General de la República, magistrados de los tribunales superiores de distrito judicial, de los tribunales administrativos y del Tribunal Superior Militar y, en general, de los representantes legales de los órganos y entidades del orden nacional.”
Para el presente asunto, este Despacho encuentra que es competente para conocer de la pretensión iniciada comoquiera que se ejerce en contra de quien fuera Contralor General de la República, señor Julio Cesar Turbay Quintero, de manera que no remite a mayor consideración la determinación de la competencia en este caso a cargo de esta Corporación. 
2.- Caducidad de la acción

Otro de los aspectos que debe observar el Juez Administrativo de manera imperiosa, al momento de estudiar la admisibilidad de la demanda, es verificar que la acción haya sido ejercida oportunamente, de manera que cuando encuentre configurada la caducidad del medio de control deberá proceder a rechazar la demanda (artículo 169.1 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo), ello siempre que se encuentren los suficientes elementos de juicio, fácticos y jurídicos, para para que se tenga certeza sobre tal declaración, ya que, si por el contrario, encuentra que existe duda sobre su configuración deberá darse curso al proceso para que sea en la sentencia que se dirima este punto. 
En lo atinente al ejercicio de la pretensión de repetición, el Despacho encuentra que conforme al artículo 164, literal L) del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se establece que la demanda debe interponerse en el término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente de cualquiera de estos dos eventos, a saber: i) de la fecha de pago o ii) “desde el vencimiento del plazo con que cuenta la administración para el pago de condenas de conformidad con lo previsto en este Código”, es decir, al vencimiento del término de diez (10) meses contados a partir de la fecha de ejecutoria de la sentencia, en armonía con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 192 del mismo Código
. 
En este orden de ideas el Despacho considera que el medio de control ha sido ejercido oportunamente pues de los hechos relatados en el escrito demanda así como de los documentos que fueron aportados junto a ésta, queda claro que la suma de dinero que se pretende recuperar fue producto de una condena proferida en sentencias de 31 de enero de 2011, proferida por el Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión de Bogotá, y 17 de mayo de 2012, dictada por la Subsección F de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, confirmatoria de la anterior. Adicionalmente se encuentra que la Contraloría General de la República efectuó el pago de las sumas de dinero adeudadas conforme lo indica la Resolución Ordinaria No. 10646 de 20 de diciembre de 2012, dictada por la Gerente de Gestión Administrativa y Financiera de la Contraloría General de la República que ordenó el pago de $469.934.739,07 (fls 40-51, c1), el paz y salvo de 27 de diciembre de 2012 “por el valor total de la liquidación”, suscrito por el beneficiario de la condena, señor Jaimes Mora (fl 52, c1) y la certificación de Tesorería de la Contraloría General de la República (fl 53, c1); y por último, se observa que la presente demanda se instauró ante la Secretaría de la Sección Tercera de esta Corporación el 30 de julio de 2013. Por lo tanto, se concluye que el medio de control se ejerció dentro del término de caducidad previsto en el artículo 164 l) del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
3.- Admisibilidad de la demanda – Aspectos formales
En lo que respecta a los requerimientos de forma de la presentación de la demanda, contenidos en el artículo 162 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el Despacho encuentra que estos se reúnen en debida forma, pues, en el libelo introductorio del proceso la entidad accionante expuso con claridad las pretensiones de la demanda, los fundamentos fácticos y jurídicos en que estas encuentran sustento y la dirección para notificaciones. Pese a que no destinó un acápite específico para las solicitudes probatorias, se encuentra que bajo el título de “Anexos” relacionó los documentos que aportaba junto a la demanda. 

En lo concerniente a los anexos obligatorios de la demanda –artículo 166 CPACA- junto a ésta se acompañaron los documentos idóneos para acreditar la adecuada representación judicial de la Contraloría General de la República por conducto del abogado Héctor Javier Ávila Caica, identificado con cédula de ciudadanía 79.879.237 y portador de la tarjeta profesional 110.846 del C.S. de la J; a quien se le confirió poder por parte de la Directora Encargada de la Oficina Jurídica de la entidad, persona facultada para adelantar la representación judicial de la Contraloría y suscribir los respectivos poderes (fls 17-22, c1). Adicionalmente se allegaron los respectivos traslados para el demandado y el Agente del Ministerio Público. 

Así las cosas, por reunir los requisitos formales y por haber sido interpuesto oportunamente el medio de control, este Despacho dispondrá la admisión de la demanda, para lo cual se dictarán las previsiones que dispone el artículo 171 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo; advirtiendo que no se notificará este proveído a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en razón a que sólo debe procederse en tal sentido cuando se trata de procesos “en donde sea demanda una entidad pública”, al tenor del inciso 6° del artículo 199 del CPACA, bajo la redacción establecida por el artículo 612 del Código General del Proceso.
En mérito de lo expuesto,
RESUELVE
PRIMERO: ADMITIR la demanda instaurada por la Contraloría General de la República, en ejercicio del medio de control de repetición en contra del señor Julio Cesar Turbay Quintero. 

SEGUNDO: NOTIFICAR personalmente esta decisión al demandado y al Agente del Ministerio Público.

TERCERO: ORDENAR al demandante el pago de ochenta mil pesos ($80.000) por concepto de gastos procesales. 
CUARTO: SURTIR, por Secretaría de la Sección, el traslado de la demanda al demandado y al Ministerio Público por el término de treinta (30) días conforme al artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

QUINTO: RECONOCER personería al abogado Héctor Javier Ávila Caica, identificado con cédula de ciudadanía 79.879.237 y portador de la tarjeta profesional 110.846 del C.S. de la J conforme al poder visible a folio 17 del cuaderno principal. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
Brp/1C+3traslados+1CD
� Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Artículos 152.11 y 150. 


� Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Artículos 155.8 y 153. 


� Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Artículos 149.13. 


� Artículo 192. Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Cumplimiento de sentencias o conciliaciones por parte de las Entidades Públicas. Cuando la sentencia imponga una condena que no implique el pago o devolución de una cantidad líquida de dinero, la autoridad a quien corresponda su ejecución dentro del término de treinta (30) días contados desde su comunicación, adoptará las medidas necesarias para su cumplimiento.


Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o devolución de una suma de dinero serán cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, contados a partir de la fecha de la ejecutoria de la sentencia. Para tal efecto, el beneficiario deberá presentar la solicitud de pago correspondiente a la entidad obligada.


(…)
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